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 En el momento de escri-
bir estas líneas se acaba de co-
nocer que el 51% de la población 
española pasará el lunes 11 de 
mayo a la denominada Fase 1 y, 
al día siguiente, se reincorporará 
un tercio del personal auxiliar de 
la Administración de Justicia. Tras 
casi dos meses de shock, parece 
que	 se	 empieza	 a	 ver	 luz	 al	 fi	nal	
del túnel y quizá sea el momento 
adecuado para, con cierta pers-
pectiva, echar la vista atrás, tomar 
nota de los errores cometidos y de 
las disfunciones previas que han 
agravado	el	problema	o	difi	culta-
do la solución, y, sobre todo, mi-
rar hacia adelante, trabajar para 
reanudar la actividad y el funcio-
namiento normal de las institucio-
nes con las máximas garantías, y, 
fi	nalmente,	pero	no	menos	impor-
tante, adoptar las medidas nece-
sarias para que  aquellos errores y 
disfunciones no vuelvan a repetir-
se	y	afi	anzar	las	bases	de	nuestro	
Estado de Derecho.

 La decisión adoptada a 
través del Real Decreto de 14 de 
marzo, que declaró el estado de 
alarma como consecuencia de la 
gravedad de la pandemia que to-
davía atravesamos, ha tenido un 
impacto cuyos efectos todavía no 
somos capaces de vislumbrar. En 
los primeros instantes, la aten-
ción se centró en la prohibición 
de circular por la vía pública. Era 
la medida que simbolizaba la lec-
ción de realidad que empezaba a 
darnos el llamado coronavirus a 
todos y cada uno. Hasta ese día 
seguíamos a través de los medios 
de comunicación –en muchos ca-
sos incluso en nuestro entorno 

Editorial
Manuel Almenar Belenguer
Presidente

más próximo- la evolución del 
número de personas contagiadas, 
así como las cifras de hospitaliza-
ciones y fallecimientos, y la preo-
cupación avisaba el miedo. La de-
cisión	del	 confi	namiento	 vino,	 de	
todos modos, a darnos de bruces 
con la realidad y hacernos cons-
cientes de que la magnitud de la 
crisis era mucho mayor de lo que 
se nos había transmitido. 

 Solo una sociedad disci-
plinada como la nuestra, mucho 
más madura y resiliente de lo que 
expresan los gobernantes de tur-
no y ya escaldada del egoísmo y 
extravagancias a que nos tienen 
acostumbrados, ha sido capaz de 
hacer frente a la cifra diaria de 
fallecimientos y contagios, y, en 
general, al estado de confusión 
derivado del Real Decreto, al que 
apenas dos semanas después se-
guiría la práctica paralización de la 
actividad económica, a salvo de los 
servicios y sectores esenciales que 
por su contenido se mantuvieron 
activos desde el primer momento. 

 Curiosamente, entre los 
sectores esenciales no se incluyó 
a la Justicia, al menos de forma 
expresa, a pesar de que ninguna 
sociedad puede prescindir de su 
tutela en ninguna circunstancia, 
por compleja que resulte. Senci-
llamente, de producirse este apa-
gón abandonaríamos nuestra ver-
dadera esencia como sociedad. 
Quiero pensar que esa omisión 
responde a la idea de estamos 
ante un pilar esencial de la demo-
cracia y no a otras causas, desde 
la irrelevancia al deseo de evitar 
controles.
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 En todo caso, la consta-
tación del carácter esencial de la 
Justicia,	 y	 la	 consecuente	 fi	jación	
de servicios mínimos para garan-
tizar su correcto funcionamiento, 
tropezó de inmediato con uno 
de los principales problemas que 
corroen nuestra Administración 
de Justicia: la distorsión generada 
por el reparto del pastel compe-
tencial. Consejo General del Po-
der Judicial, Ministerio de Justicia, 
Comunidades Autónomas…, cada 
cual con su visión particular de la 
situación y de las posibles solucio-
nes, incapaces de buscar por una 
vez, juntos, el interés común.

 El desconcierto inicial se 
ha ido reconduciendo a base de 
responsabilidad, de un sentido 
de nuestro deber que había que 
conciliar con la sucesión de acuer-
dos, recomendaciones y criterios 
que nos iban llegando día a día, 
en ocasiones suscitando más du-
das que certidumbre. Nunca nos 
habíamos enfrentado a una si-

tuación igual y, una vez más, los 
Jueces hemos estado a la altura y 
demostrado que, por encima de 
cualquier adversidad, la sociedad 
puede contar con nuestro com-
promiso.
 Creo que es de Justicia de-
jar constancia del reconocimiento 
que merecen otros colectivos que 
desde el primer momento, en mu-
chas ocasiones a costa de vidas, 
han estado luchando contra esta 
enfermedad, ayudando a quienes 
de un modo u otro sentían de for-
ma más cruel su zarpazo. Siempre 
tendremos con todas estas perso-
nas una deuda de gratitud impa-
gable. 

 Pero con la misma convic-
ción ha de reconocerse el trabajo 
callado que la carrera judicial ha 
continuado desarrollando, a pie 
de obra y desde casa, sin medidas 
de protección en muchos casos, 
mas siempre con la idea de que, 
por encima de todo y de todos, el 
Estado de Derecho no estaba sus-
pendido y los jueces continuamos 
garantizando los derechos y liber-
tades de los ciudadanos. Pese a 
quien pese. 

 No obstante, más impor-
tante que lo que pasó –y que nos 
debe servir para tomar nota de la 
fragilidad del ser humano y de las 
instituciones-, a la hora de plas-
mar	estas	refl	exiones	de	introduc-
ción a este número de la revista 
me preocupa el futuro que nos 
espera, no solo por el número de 
asuntos sino por eventuales tenta-
ciones no democráticas. 

 Que la Administración de 
Justicia sufre una sobrecarga ge-
neralizada de trabajo en España 
está fuera de duda; una tasa de 
litigiosidad de 128,2 asuntos por 
cada 1.000 habitantes en 2018 -y 
los primeros datos apuntan a un 
incremento en 2019 próximo a 
133-, frente a 80 0 100 en países 
como Alemania o Italia. Que los 
recursos que se dedican a la Justi-
cia	son	notoriamente	insufi	cientes	
tampoco es cuestionable; basta 
ver el nivel de implantación de las 
nuevas tecnologías. Y qué decir 
de los instrumentos orgánicos y 
procesales;	un	modelo	de	ofi	cina	
judicial fallido y unas normas adje-
tivas pensadas para otros tiempos 
y ajenas a la realidad. 
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 Este permanente coque-
teo con el colapso que venimos 
soportando desde hace años en 
los tribunales españoles ha sido 
objeto muchas veces de estudio y 
debate en el seno de la Asociación 
Profesional de la Magistratura. 
Fruto de nuestros Congresos, Co-
misiones Permanentes, Comités 
Ejecutivos y jornadas y actividades 
de estudio, hemos aportado a las 
instituciones con capacidad legis-
lativa y de gobierno muchísimas 
iniciativas y propuestas. Tenemos 
un diagnóstico claro de la situa-
ción y contamos con un más que 
considerable bagaje de propues-
tas de mejora. 

 Esta situación en muchos 
casos crítica se verá agravada 
ahora como consecuencia de la 
pandemia. La paralización de las 
ofi	cinas	 judiciales	 y	 consiguiente	
ralentización de los procedimien-
tos durante este tiempo, la más 
que segura avalancha de asuntos 
que traerá como consecuencia el 
amplio espectro de la crisis… son 
indicadores que no necesitan so-
meterse a prueba.
  
 No hay  soluciones má-
gicas para paliar el previsible dete-
rioro de la situación que ya venía-
mos atravesando. Hemos tenido 
oportunidad de plasmar nuestras 
consideraciones como Asociación 
a propósito del Plan de Choque 
difundido por el Consejo Gene-

ral del Poder Judicial y os hemos 
remitido el informe que hicimos 
llegar al Consejo. En gran medida 
estuvo presidido por un juicio crí-
tico que partía de un sincero reco-
nocimiento: aun siendo una inicia-
tiva bien intencionada, pecaba de 
un exceso de ambición impropio 
de lo que debe ser un esfuerzo 
práctico, inmediato y realista para 
afrontar la realidad que nos espe-
ra a la vuelta del estado de alarma; 
en otras ocasiones ponía de relie-
ve	 lo	que	hemos	 califi	cado	 como	
desconocimiento de la realidad. 
Hemos querido dejar constancia 
de este número de Deliberación 
de la Introducción del estudio sin 
perjuicio de la inserción entre los 
documentos de interés de la pá-
gina web del informe completo. 
Echamos de menos unas propues-
tas concretas para el día 1 de re-
anudación, quien, cómo, cuándo, 
en qué condiciones… 

 Quiero aprovechar la oca-
sión para agradecer a los más de 
cincuenta compañeros asociados 
que, en plena Semana Santa, bus-
caron y encontraron el tiempo y la 
dedicación para pensar y trasladar 
sus ideas y propuestas de cara al 
Plan de Choque. Todas fueron de 
gran utilidad y pasan a constituir 
la base de futuros trabajos e ini-
ciativas. Esa inquietud y ganas de 
avanzar es lo que caracteriza y sig-
nifi	ca	la	APM.

 Mas al lado del problema 
cuantitativo o de número, resulta 
quizá más preocupante la sensa-
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ción de desapoderamiento. Los 
Jueces, tercer poder del Estado, 
hemos visto cómo por la vía de 
los hechos –hemos de pensar que 
bienintencionadamente, aunque 
también	sabemos	que	el	 infi	erno	
está empedrado de buenas inten-
ciones- se adoptan decisiones que 
afectan de lleno al ejercicio de la 
función judicial  por quienes no 
solo carecen de competencia algu-
na al respecto, sino que el control 
de su actuación constituye preci-
samente una de las razones de ser 
el Poder Judicial. 

 Podrá discutirse si el ór-
gano de gobierno de los Jueces 
debe ser el único competente 
para resolver el cierre de la sede 
judicial, las actividades que deben 
suspenderse, el personal que ha 
de asistir para garantizar el fun-
cionamiento de un soporte esen-
cial del Estado de Derecho, y, en 
general, cualquier medida que 
afecte al desarrollo de la función 
judicial. Pero sí que debe tener un 
papel protagonista en la decisión 
que se adopte. Se supone que el 
Poder Judicial es algo más que una 
organización sindical o una corpo-
ración, por muy respetables que 
éstas sean.

 ¿Alguien se imagina a la 
autoridad única acordando el cie-
rre de las Cortes o determinando 
lo que pueden debatir los repre-
sentantes de la nación o el perso-
nal que debe acudir al Congreso 
o al Senado? Recordemos que lo 
que se ha decretado y prorrogado 

es el estado de alarma y no otra 
cosa.
 Esta situación no puede 
repetirse. O somos capaces de 
aprender de lo sucedido y defen-
der  nuestra esfera competencial 
a través de nuestros órganos de 
gobierno, o podemos asistir a la 
conversión	defi	nitiva	en	una	direc-
ción general más, dependiente del 
gobierno nacional o autonómico 
de turno.

 La última de las conclu-
siones sirve también para cerrar 
estas líneas. El propósito constan-
te de la Asociación Profesional de 
la Magistratura siempre ha sido 
construir y trabajar para la mejora 
de la maltrecha Administración de 
Justicia. Hemos dado muestras in-
fi	nitas	de	esfuerzo	y	responsabili-
dad, supliendo solo de este modo 
las carencias del sistema. Ahora, 
cuando la sociedad más nos nece-
sita, estaremos ahí. No podía ser 
de otra manera.

 No puedo dejar de expre-
sar, una vez más, que mi absoluta 
confi	anza	 en	 el	 éxito	 que	 pueda	
tener  la recuperación de la activi-
dad judicial descansa, por encima 
de todo, en los Jueces. 

 Como siempre ha sido. 
Finalmente, quiero dedicar un 
cariñoso abrazo a todos los com-
pañeros que han sufrido en sus 
propias carnes o en sus allegados 
el impacto de la pandemia. Mis 
palabras de ánimo y coraje para 
todos ellos.
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al adoptar la Comisión Permanen-
te un Acuerdo por el que apro-
baba una serie de Instrucciones 
cuyo	fi	n	era	–según	el	texto	de	su	
introducción- aunar la protección 
de la salud de las personas con 
el adecuado funcionamiento de 
juzgados	y	tribunales.	Se	defi	nían	
en este acuerdo lo que se denomi-
naron dos escenarios. El primero, 
que comprendía todo el territorio 
nacional, abordaba en esencia 
tres aspectos: la programación de 
actuaciones judiciales en función 
de pautas de riesgo, la suspensión 
en determinados casos de las ac-
tuaciones programadas, y las con-
diciones en las cuales se deberían 
celebrar las actuaciones no sus-
pendidas. El Escenario 2 afectaba 
a los territorios donde entonces 
la extensión del virus se había re-
velado con mayor intensidad: la 
Comunidad de Madrid, La Rioja 
y la provincia de Vitoria. En estos 
territorios ya se preveía la suspen-
sión de las actuaciones judiciales 
programadas previa autorización 
del Presidente del TSJ o la AN y se 
alumbraba el primer catálogo de 
actividades que, en todo caso, de-
bían asegurarse: 

1.- Cualquier actuación judicial 
que, de no practicarse, pudie-
ra causar perjuicios irrepara-
bles.  

2.- Internamientos urgentes del 
artículo 763 de la L.E.C. 

3.- Medidas cautelares u otras ac-
tuaciones inaplazables, como las 
medidas de protección de meno-
res del artículo 158 CC. 

4.- Registro Civil: Expedición de 
licencias de enterramiento; ce-
lebración de matrimonios; e ins-
cripciones de nacimiento en plazo 
perentorio.

Seguramente el título se 
quede corto a la hora de asignar 
al virus COVID-19 (en su nomen-
clatura técnica) su radio cronoló-
gico	de	infi	ltración.	La	humanidad	
recordará 2020 como el año de la 
historia reciente en el que se pro-
dujeron más muertes por una en-
fermedad concreta de la categoría 
de las pandemias. No es solo una 
enfermedad. Lo que comenzó 
en la ciudad china de Wuhan en 
diciembre de 2019 y vimos en el 
resto del mundo como una cues-
tión muy lejana, se extendió a un 
ritmo de vértigo, y provocaría la 
mayor crisis sanitaria, económica 
y social de nuestro tiempo desde 
las guerras mundiales. Una crisis 
que marcaría a una época por su 
repercusión en todos los órdenes; 
hay	quien	la	califi	có	como	un	pun-
to	de	infl	exión	en	la	historia.

 La repercusión que iba a 
tener en el desarrollo de la activi-
dad jurídica en España es cuanto 
pretendemos	 refl	ejar	 a	 grandes	
rasgos en estas líneas. Los diver-
sos e interesantes comentarios 
que han venido publicándose en 
torno a la incidencia del corona-
virus en otros campos de la reali-
dad abordan su proyección desde 
múltiples puntos de vista. Aquí, 
al menos en esta primera entre-
ga, tratamos de dejar constancia 
como documento resumen, de la 
incidencia que tuvo en la dinámica 
jurídica; particularmente, en la ac-
tividad judicial. 

 Los primeros y confusos 
días. La inquietud creciente que se 
iba produciendo en el mundo ju-
rídico a propósito de la extensión 
del número de personas conta-
giadas del mencionado virus tuvo 
una	primera	respuesta	ofi	cial	con-
creta desde el Consejo General del 
Poder Judicial el día 11 de marzo, 

En mil palabras...

5.- Los servicios de guar-
dia.  

6.-Las actuaciones con detenido 
y otras que resulten inaplazables, 
como adopción de medidas caute-
lares urgentes, levantamientos de 
cadáver, entradas y registros, etc.

7.- Cualquier actuación en causa 
con presos o detenidos.  

8.- Ordenes de protección y cual-
quier medida cautelar en materia 
de violencia sobre la mujer y me-
nores.  

9.- Actuaciones urgentes en mate-
ria de vigilancia penitenciaria.

10.- En el orden Jurisdiccional Con-
tencioso Administrativo, las auto-
rizaciones de entradas sanitarias, 

Celso Rodríguez Padrón
Presidente del Tribunal Superior de Justicia de Madrid  

Un año marcado por un virus (I) 
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muy gravosa la obtención de la tu-
tela judicial reclamada).

 Estaba claro que el Esta-
do de Derecho no podía cerrar sus 
ventanas en una situación como la 
que ya en ese momento se mani-
festaba como crisis general. La 
tutela judicial en particular seguía 
siendo una necesidad constitucio-
nal que no podía sufrir el “apagón” 
que por razones de precaución y 
salud sí podía producirse en otras 
áreas, aun siendo enorme el coste 
en sus distintas facetas. La Justi-
cia, en suma, no podía cerrar sus 
puertas a la sociedad, y esta rea-
lidad la entendíamos todos (con 
alguna efímera excepción que se 
vio pronto desautorizada). La di-
mensión de la forma en que esta 
prestación constitucional de tute-
la iba a producirse dependía de 
las circunstancias y asimismo de la 
regulación que de la crisis llevase 
a cabo el Gobierno, criticado igual 
que el Consejo General del Poder 
Judicial –como luego veremos- por 
su oscilante y tardía respuesta a la 
crisis sanitaria. 

	 El	 punto	de	 inflexión	de-
terminante no vino mucho des-
pués que esta primera Instrucción 
del Consejo. Fue el Real Decreto 
463/2020, de 14 de marzo (BOE 
del mismo día) por el que se decre-
tó el estado de alarma para todo 
el territorio nacional. Además de 
contemplar una serie de medidas 
para la gestión de los servicios or-
dinarios, o limitar la circulación de 
las personas, incluía en la Disposi-
ción Adicional Segunda la suspen-

sión de los plazos procesales para 
todos los órganos jurisdiccionales, 
lo que implicaba la paralización de 
la actividad judicial excepto en los 
servicios de guardia, actuaciones 
con detenidos, aquellas que fue-
sen urgentes en materia de meno-
res, o violencia sobre la mujer. Se 
contenían también excepciones a 
la paralización general en algunas 
cuestiones concretas de derecho 
civil, contencioso-administrativo y 
social. Como cláusula de cierre se 
contenía	una	expresión	suficiente-
mente	 gráfica:	 aquellas	 actuacio-
nes que resulten necesarias para 
evitar perjuicios irreparables en 
los derechos e intereses legítimos 
de las partes en el proceso. 
Comienza en esta importantísima 
norma la duda que en algunas fa-
cetas creo que suscita la gestión 
de la pandemia. Particularmente 
no llegué nunca a entender del 
todo por qué razón la Justicia, su 
sistema y administración, no fue 
considerada dentro de las activi-
dades y servicios esenciales del 
Estado. Es cierto que había que 
evitar la concentración masiva de 
personas en dependencias públi-
cas. En otros países (Italia en parti-
cular como teórico foco del origen 
de la pandemia en Europa) se ha-
bía ya decrtado la suspensión de 
la actividad judicial. Pero al lado 
de la sanidad –por razones que no 
es preciso explicar- la función de 
las Fuerzas Armadas, de las Fuer-
zas y Cuerpos de Seguridad, otros 
servicios esenciales del Estado no 
vieron paralizada su actuación (las 
agencias tributarias, por ejemplo), 
y el contenido de la Disposición 

urgentes e inaplazables, Derechos 
fundamentales cuya resolución 
tenga carácter urgente medidas 
cautelarísimas y cautelares que 
sean urgentes y Recursos conten-
cioso electorales.
 
11.- En el orden Jurisdiccional So-
cial la celebración de juicios de-
clarados urgentes por la ley y las 
medidas cautelares urgentes y 
preferentes.  

12.- En general los procesos en los 
que se alegue vulneración de de-
rechos fundamentales y que sean 
urgentes (es decir, aquellos cuyo 
aplazamiento impediría o haría 

“Una crisis que marcaría a una época por su repercu-

sión en todos los órdenes; hay quien la calificó como 

un punto de inflexión en la historia.”



10

adicional a la que nos hemos refe-
rido	signifi	caba	en	la	práctica	una	
reducción de la Justicia tan drásti-
ca que abría de inmediato la puer-
ta a una equivalente parálisis. Sigo 
preguntándome a estas alturas 
si la prestación de Justicia –por la 
trascendencia de su función tute-
lar de derechos- debió ser objeto 
de otra dimensión. Baste pensar 
que entre las actividades que el 
Decreto contemplaba como de 
normal continuación se encon-
traban las peluquerías, junto a 
los establecimientos de prensa y 
papelería, los estancos o las tinto-
rerías y lavanderías, por citar los 
ejemplos	más	signifi	cativos	de	su	
artículo 10. 

 A partir de este momen-
to, la historia de la repercusión 
judicial del virus COVID-19 nece-
sita de una guía minuciosamente 
indexada para poder ser seguida 
sin pérdida. Entre las sucesivas 
resoluciones del Consejo General 
del Poder Judicial y las de las res-
pectivas Salas de Gobierno se acu-
muló un elenco más que nutrido 
sobre las interpretaciones y medi-
das que debían observarse para 
garantizar esa prestación de la 
actividad judicial en sus servicios 
imprescindibles. Comenzó –para 
todos- un camino de cierta impro-
visación que, ciertamente, no tuvo 
la misma intensidad en los prime-
ros momentos en todo el territo-
rio nacional.  
 El debate oscilaba sobre 
el grado necesario de presencia 
personal en los órganos judicia-
les, en las sedes, y en gran medi-
da se vio asistido por la presión 
de los sindicatos de funcionarios, 
que cuestionaban las previsiones 
de servicios mínimos calculadas 

en los primeros instantes. Hubo 
un detonante de tensión consi-
derable en el Acuerdo de la Sala 
de Gobierno del Tribunal Supre-
mo de 17 de marzo de 2020, que 
literalmente “recluía” a todos sus 
Magistrados en sus respectivos 
domicilios para preservar el riesgo 
de contagio, y disponía también el 
“cierre” de dos de las tres puertas 
del Palacio de Justicia. 

 En estos tiempos, donde 
vivimos instalados –nos guste o 
no- en alguna de las redes socia-
les, muchas veces tenemos noticia 
de las cosas a través de un men-
saje casi antes de que ocurran. La 
decisión de la Sala de Gobierno 
del Supremo corrió con mucha 
más velocidad que se incendia la 
pólvora,	con	testimonio	fotográfi	-
co del Acta para mayor gloria de 
la evidencia. La indignación en la 
carrera judicial fue inconmensu-
rable.	Prefi	ero	no	reproducir	aquí	
los comentarios que a propósito 
de dicho acuerdo circularon por 
las redes. Sencillamente brutales. 
La aparición de casos de clara sin-
tomatología en un órgano judicial 
determinaba la solicitud inmedia-
ta de su titular al Tribunal Supe-
rior de entrada en cuarentena (lo 
que alcanzaba a la totalidad de la 
plantilla), y de ello se derivaba la 
activación de los mecanismos de 
sustitución ordinaria, seguimien-
to y actuación de los equipos de 
descontaminación de sedes e ins-
talaciones disponibles. Así un día 
tras otro. 

 Los acuerdos de corres-
pondencia de las Salas de Gobier-
no no se hicieron esperar: por 
mucho que el Consejo intentó 
contener la situación, no había 

más remedio que anticiparse al 
sistema de disponibilidad que de 
facto vino a sustituir al de los tur-
nos rotatorios inicialmente conce-
bidos. 

 A todo esto, la “coordina-
ción” de lo que en la realidad ju-
dicial era un hervidero constante 
y agitado de tensión, se encomen-
daba a unos órganos carentes de 
soporte normativo: unas comisio-
nes de seguimiento creadas por 
el Consejo, con una composición 
múltiple y dispar que hacía invia-
ble en los territorios grandes la 
toma de cualquier decisión (en 
Madrid, a título de ejemplo, la cita-
da comisión rozaba el número de 
cincuenta miembros, muchos de 
ellos cambiantes cada día). 
El principio de realidad. 

 Por mucho que el Con-
sejo General del Poder Judicial se 
hubiese encargado de proclamar 
formalmente (por ejemplo en 
Acuerdo 11/3, de 16.3.2020) que 
era “la suprema autoridad judicial 
gubernativa del Estado” el reparto 
competencial	 que	 confi	gura	 eso	
que un día de llamó la “adminis-
tración de la Administración de 
Justicia” nos colocaba ante un pro-
blema: no era fácil encajar el fun-
cionamiento mínimo de los órga-
nos judiciales contando con focos 
de autoridad tan diversos como el 
propio Consejo (con competencia 
sobre los Jueces), el Ministerio de 
Justicia (sobre los Letrados) y las 
Comunidades Autónomas (sobre 
los funcionarios transferidos). Las 
consecuencias de esta disparidad 
se acusaron con fuerza en algu-
nos territorios en concreto, donde 
la tensión generada entre la Sala 
de Gobierno y la Administración 
fue muy elevada y cabe decir que 
destructiva. En otros ha de reco-
nocerse que el entendimiento fue 
un éxito. 
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adicional a la que nos hemos refe-
rido	signifi	caba	en	la	práctica	una	
reducción de la Justicia tan drásti-
ca que abría de inmediato la puer-
ta a una equivalente parálisis. Sigo 
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normal continuación se encon-
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rerías y lavanderías, por citar los 
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actividad judicial en sus servicios 
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todos- un camino de cierta impro-
visación que, ciertamente, no tuvo 
la misma intensidad en los prime-
ros momentos en todo el territo-
rio nacional.  
 El debate oscilaba sobre 
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personal en los órganos judicia-
les, en las sedes, y en gran medi-
da se vio asistido por la presión 
de los sindicatos de funcionarios, 
que cuestionaban las previsiones 
de servicios mínimos calculadas 

en los primeros instantes. Hubo 
un detonante de tensión consi-
derable en el Acuerdo de la Sala 
de Gobierno del Tribunal Supre-
mo de 17 de marzo de 2020, que 
literalmente “recluía” a todos sus 
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 De todos modos, la suce-
sión de acuerdos que iban dictán-
dose casi a diario, y su confusa y 
problemática traducción práctica 
motivó	 que	 en	 el	 Boletín	 Ofi	cial	
del Estado de 29 de marzo se pu-
blicase la Orden ND/261/2020, por 
la que se encomendaba al Minis-
tro de Justicia la coordinación de 
la actividad profesional de todos 
los funcionarios judiciales “en 
todo el territorio del Estado”. De 
este modo asumía el Ministro la 
ordenación (y por lo tanto el man-
do)	de	todas	las	ofi	cinas	judiciales,	
se hallasen o no en Comunidades 
Autónomas con competencias 
transferidas. 

 Curioso fue el comunica-
do que aprobó a continuación la 
Comisión Permanente del Consejo 
General del Poder Judicial. El mis-
mo día acordó, y difundió a través 
de	la	ofi	cina	de	prensa	que	debía	
quedar claro que la encomienda 
al Ministro no interfería “en modo 
alguno en las competencias que 
constitucional y legalmente tiene 
atribuidas el Consejo”. 

 Hubo quien quiso ver en 
esta sucesión de decisiones el co-
mienzo de una relación diversa.

 Los días fueron pasando, 
y el funcionamiento de los Juzga-
dos y Salas, pese a la catarata de 
acuerdos	 que	 seguían	 fl	uyendo	
(no siempre siguiendo un cohe-
rente discurso) fue asentándose 
en una realidad marcada por el 
confi	namiento	de	la	población	en	
sus casas. A la suspensión de los 
plazos procesales –y por lo tanto 
de la actividad generada por los 
despachos de abogados- se su-
maba una clara disminución de 
la actividad penal, lo que permitía 
una cierta continuidad de la pres-

tación de los servicios de guardia, 
a excepción de los turnos de inci-
dencias y la materia de violencia 
sobre la mujer (que incluso llegó a 
subir estadísticamente en algunos 
partidos judiciales). 

 La más triste realidad se 
tramitaba en los Registros Civiles. 
El número de licencias de enterra-
miento que era preciso despachar 
sin la mínima demora motivó la 
apertura de los Registros todos 
los días de la semana, en horario 
de mañana y tarde. Las cifras eran 
desoladoras. Al hilo de algunas de 
estas cifras se suscitó un debate 
entre partidos políticos que po-
nían	en	duda	la	verdad	ofi	cial	so-
bre el número de fallecidos. Nun-
ca fui partidario de colaborar con 
ninguna guerra política. Nunca. 
Y entonces… qué?

 Los primeros días del 
mes de abril nos habían servido 
para analizar la situación, hacer 
un barrido estadístico de cuantas 
diligencias se habían practicado y 
cuántas resoluciones habían sido 
dictadas bajo el estado de alarma, 
y	 los	 datos	 vinieron	 a	 confi	rmar	
algo que ya sabíamos quienes 
estábamos en contacto directo 
y diario con la “trinchera”: la res-
puesta judicial a una situación tan 
compleja y con una carencia de 
medios tan palpable estaba sien-
do –en su inmensa mayoría- ejem-
plar; los/as Jueces –salvo más que 
contadas excepciones- se estaban 
dejando la piel. De todos modos, 
la parálisis que sufría el sistema 
podía alcanzar dimensiones de fu-
turo insuperables.
 Con las correspondien-
tes autorizaciones del Congreso 
de los Diputados, el Real Decreto 
476/2020, de 27 de marzo deter-

minaba la prórroga del estado de 
alarma hasta el día 12 de abril, y 
el Real Decreto 487/2020, de 10 de 
abril lo volvía a prorrogar por otro 
período de quince días. 

 Las informaciones que 
iban facilitando distintos miem-
bros del gobierno en cansinas y 
agotadoras ruedas de prensa dia-
rias sostenían que no se daban to-
davía las condiciones para levan-
tar	 la	 situación	de	 confi	namiento	
bajo riesgo de retroceso en el ca-
mino de los resultados que iban 
lográndose: doblar la curva de 
contagios y fallecimientos, y re-
ducir la presión sobre el sistema 
sanitario, que estuvo al borde del 
colapso.

 Pero, por otra parte, se 
empezaba a pensar en la fase de 
transición (o las fases de transi-
ción) a lo que algún día terminaría 
siendo la vuelta a la normalidad. 
Las medidas puestas en práctica 
en la Administración de Justicia 
en la órbita del teletrabajo se pre-
tendía que diesen un fruto mayor. 
Pero en esto no se agotaban las 
previsiones. 

 Ocupó un lugar destaca-
do en esta mirada al futuro el ex-
tenso Documento elaborado por 
el Consejo General del Poder Ju-
dicial y aprobado por la Comisión 
Permanente el 8 de abril, denomi-
nado Plan de Choque de medidas 
organizativas, procesales, orgá-
nicas e incluso sustantivas (dero-
gación por ejemplo de algunos 
delitos leves) para la gestión de la 
actividad judicial tras el estado de 
alarma en los diferentes órdenes 
jurisdiccionales. 
 Abordaba un más que 
ambicioso panorama que más 
que salir al paso de lo que era una 
situación puntual y de urgencia, 
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llegaba a plantear medidas legisla-
tivas y reformas demandadas des-
de hacía años por numerosos sec-
tores jurídicos, siempre sin éxito. 
Fue sometido a informe de las Sa-
las de Gobierno de los Tribunales 
Superiores de Justicia y de las Aso-
ciaciones Judiciales, coincidiendo 
todos/as ellos/as en la extensión 
inabarcable del plan y en su difícil 
materialización a corto plazo, sin 
perjuicio de los comentarios ya 
puntuales de carácter técnico que 
suscitaban muchas de las nume-
rosísimas iniciativas y propuestas 
que desarrollaba a lo largo de su 
extenso contenido. 

 De su grado de éxito ten-
dremos ocasión de hacer balance 
en futuras ocasiones, al igual que 
de las propuestas paralelas que 

surgieron de los Colegios Profe-
sionales, menos ambiciosas en lo 
que	se	refi	ere	a	contenidos,	e	ins-
piradas en la visión que cada co-
lectivo jurídico aprecia como más 
próxima dentro de este oscuro 
porvenir que sin duda alguna se 
cierne sobre la recuperación del 
atasco judicial. No aventuramos 
esta predicción desde ningún pe-
simismo. Creemos –nada nos gus-
taría más que equivocarnos- que 
desde un análisis realista de las 
cosas. 

Los intentos de avance. 

 Al margen de estas ex-
tensas propuestas programáticas, 
la realidad se nos echaba encima. 
La atención de los asuntos y servi-
cios que se consideraron urgentes 
en las Instrucciones del Conse-

jo General del Poder Judicial, así 
como en el Real Decreto por el 
que se declaró el estado de alar-
ma, fue cubierta con creces por 
los órganos judiciales, que en su 
inmensa mayoría dieron muestra 
de una responsabilidad encomia-
ble. No estuvo nunca en duda. Las 
recomendaciones de teletrabajo 
dieron fruto en la medida en la 
que resultaban factibles. Fueron 
numerosas las resoluciones que 
se dictaron, deliberaron y culmi-
naron por parte de los miembros 
de la Carrera Judicial utilizando las 
nuevas tecnologías a nuestro al-
cance (en la medida, insistimos, en 
la	que	eran	útiles	y	sufi	cientes	a	tal	
fi	n).	 Todos	 aprendimos	 a	 utilizar	
nuevos recursos informáticos que 
hasta ahora no plagaban precisa-
mente las pantallas de nuestros 
ordenadores. Pero, a salvo de la 



13

permanente atención de los servi-
cios esenciales, la dinámica no era 
sufi	ciente	para	 corresponder	a	 la	
parálisis como escenario que pu-
diera remediar –aun parcialmen-
te- las nefastas consecuencias que 
se vislumbraban en el horizonte. 
Dos primeros intentos de avance 
fueron	 destacados	 (y	 poco	 efi	ca-
ces, realmente). 

 El más temprano par-
tió del Consejo, o hay quien dice 
que más bien de la presión de los 
Colegios profesionales. Mediante 
Acuerdo de 13 de abril se permi-
tió –en actuaciones no conside-
radas esenciales- la presentación 
telemática de escritos procesales 
“iniciadores del procedimiento, 
su registro y reparto, así como su 
tramitación conforme a las nor-
mas procesales aplicables hasta el 
momento en que dé lugar a una 
actuación procesal que abra un 
plazo que deba ser suspendido…”
En tres días se produjo una au-
téntica avalancha en los Juzga-
dos, que todavía hoy no sabemos 
cómo pudo soportar el sistema 
informático. 

 El segundo, de la misma 
fecha, consistió en la Resolución 
del Ministro de Justicia “por la 
que se adapta la prestación del 
servicio público de Justicia al Real 
Decreto 487/2020, de 10 de abril”  
(por el que se había prorrogado el 
estado de alarma por quince días 
más). En esta resolución se habla 
de una “nueva fase del funciona-
miento de juzgados y tribunales”, 
y se establecen las bases para la 
reactivación de la actividad judi-
cial cuando así lo determinen las 
resoluciones y recomendaciones 
de las autoridades sanitarias. Con-
templaba la resolución una serie 
de principios muy bonitos, la ver-
dad, pero que no resolvían en la 

práctica el momento. Prestación 
“normal” de servicios esenciales 
(siempre que lo permitan los me-
dios materiales); prestación pre-
sencial del servicio por turnos; 
esquemas reforzados de trabajo 
a distancia para los funcionarios… 
Lo más importante del texto era el 
Anexo en el que se contemplaban 
las dotaciones de plantillas míni-
mas (es decir, las reales) presen-
ciales en los órganos judiciales: 
absolutamente inútiles en su di-
mensión. 

 El documento más im-
portante (desde el plano de las 
grandes decisiones) sería el Real 
Decreto Ley de 28 de abril, de me-
didas procesales y organizativas 
para hacer frente al COVID-19 en 
el ámbito de la Administración de 
Justicia. Era el “Plan de choque” 
limitado y de aplicación a corto 
plazo que respaldaba el Gobierno. 
Era, por tanto, lo que podría pros-
perar como documento. 

 El primer capítulo se de-
dicaba a las medidas de carácter 
procesal: habilitación del mes de 
agosto, reinicio del cómputo de 
los plazos suspendidos durante el 
estado de alarma, ampliación de 
los plazos para la interposición de 
recursos, y regulación ex novo de 
un procedimiento especial y su-
mario en cuestiones de derecho 
de familia. El capítulo segundo se 
dedica a las medidas en el ámbi-
to concursal y societario, con una 
gama variada de normas inciden-
tes en el procedimiento concursal. 
En el capítulo tercero se abordan 
las medidas de carácter organiza-
tivo y tecnológico. Se insiste espe-
cialmente en medidas de fomento 
del trabajo telemático; se limita el 
acceso a las sedes judiciales  para 
evitar nuevos contagios; se prevé 
la creación de unidades judiciales 

para el conocimiento de asuntos 
derivados del COVID-19; la movili-
dad de plantillas; o la distribución 
de la jornada de trabajo en turnos 
de mañana y tarde. 

 Desde la declaración del 
estado de alarma habíamos pasa-
do momentos de suma compleji-
dad intentando contener el caos. 

 Lo más difícil comenzaba 
ahora. 

(Continuará). 
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sea porque, aunque necesarias 
exigen reformas legales que se di-
latarán en el tiempo o por requerir
un presupuesto que es difícil que 
exista; hay medidas que son in-
eficaces	 o	 que	 tienen	 poco	 que	
ver con la realidad; y también hay 
alguna que parece pensada solo 
para la galería.

 Este informe tiene por 
objeto analizar las medidas pro-
puestas	 a	 fin	 de	 detectar	 dis-
funciones y, al propio tiempo, 
proponer aquellas otras que, no 
contempladas en el documento, 
pensamos que pueden ser útiles 
al propósito perseguido. Para su
elaboración se ha contado con los 
1.400 jueces de la APM, en servicio 
activo y en servicios especiales.

EXPOSICIÓN

1.- En respuesta al traslado que se 
nos dado para informe del docu-
mento de trabajo elaborado por 
el CGPJ ante la crisis del COVID 19 
y posterior declaración del estado 
de alarma, debemos hacer las si-
guientes consideraciones.

2.- Recordemos que D.A. 19ª del 
Real Decreto Ley 11/2020, de 31 
de marzo, dirige un mandato a los 
poderes públicos para aprobar un 
Plan de Actuación para agilizar la
actividad judicial en los órdenes 
jurisdiccionales social y conten-
cioso-administrativo así como en 
el ámbito de los Juzgados de lo 
mercantil,	con	la	finalidad	de	con-
tribuir al objetivo de una rápida 
recuperación económica tras la 
superación de la crisis, si bien el
documento se extiende a todos 
los órdenes jurisdiccionales.

Informe de la APM al Plan 
de Choque del C.G.P.J. por 
coronavirus

irreparable, para los derechos de 
los ciudadanos.

 Es necesario un plan de 
choque que minimice en lo posi-
ble el daño, mediante la implan-
tación de medidas, fundamental-
mente organizativas y que puedan 
aplicarse al tiempo del cese del es-
tado de alarma o incluso antes.

 Los jueces contribuire-
mos en cuanto esté a nuestro al-
cance para que se adopten tales
medidas y nuestro país pueda 
recuperar la normalidad y los ciu-
dadanos la tutela efectiva de sus 
derechos.

 El borrador presentado 
es bienintencionado, pero peca de 
optimista o poco realista. Junto a 
medidas acertadas, se proponen 
otras excesivamente ambiciosas, 

INFORME DE LA ASOCIACION 
PROFESIONAL DE LA MAGISTRA-
TURA AL “PRIMER DOCUMENTO 

DE TRABAJOSOBRE MEDIDAS 
ORGANIZATIVAS Y PROCESA-

LES PARA EL PLAN DE CHOQUE 
EN LA ADMINISTRACIÓN DE 
JUSTICIA TRAS EL ESTADO DE 

ALARMA”

INTRODUCIÓN

SÍNTESIS

 A pesar de que los jue-
ces hemos seguido trabajando, 
dentro de nuestras posibilidades, 
durante todo el estado de alarma, 
la reanudación de la actividad or-
dinaria va a provocar un ingreso 
masivo de asuntos con riesgo gra-
ve de colapso en determinados 
órdenes jurisdiccionales y el con-
siguiente perjuicio, muchas veces 
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El papel de los Jueces.

3.- Nuestro país atraviesa uno de 
los momentos más difíciles, si no 
el peor, de los vividos en las últi-
mas décadas. A pesar de todo, 
hemos sido capaces de salir ade-
lante y progresar, de anteponer el 
interés común frente al egoísmo y 
darnos un régimen democrático, 
aprobar una Constitución que nos 
une, y construir un Estado de De-
recho que nos ha proporcionado 
el mayor período de paz y prospe-
ridad de nuestra historia reciente 
y que garantiza los derechos y li-
bertades de la ciudadanía.

4.- Quienes integramos la carrera 
judicial hemos orientado nuestro 
trabajo y esfuerzo a salvaguar-
dar este legado. Y ahora, cuando 
nuestro país, nuestra sociedad, 
más nos necesita, estaremos ahí, 
como siempre ha sido. La socie-
dad española sabe que puede 
contar con sus jueces; que cuando 
los ciudadanos lo están pasando 

mal, sus jueces continuaremos ve-
lando por sus derechos y liberta-
des. La Asociación Profesional de 
la Magistratura pondrá de su par-
te todo cuanto sea necesario para 
lograrlo, desde la responsabilidad 
institucional que siempre ha guia-
do nuestra actuación.

5.- Hoy lo urgente es salvar vidas. 
Pero	la	pandemia	fi	nalizará.	Y	he-
mos de estar preparados para el 
día después. Precisamente por 
esta razón y ante el previsible
incremento de asuntos que se va 
a producir cuando se reanude la 
actividad ordinaria, tanto por la 
limitación de movimientos sufrida 
durante este período, como por el
crecimiento exponencial de la liti-
giosidad derivado de la crisis eco-
nómica y social que se avecina, 
entendemos necesario tener pre-
vistas las medidas que nos permi-
tan hacer frente a esta situación y 
asegurar la efectividad de la tutela 
judicial que demandan los
ciudadanos.

El escenario actual y el 
plan de choque: el objetivo per-
seguido y la forma de lograrlo.

6.- La pandemia del COVID 19 ha 
puesto	 de	 manifi	esto	 las	 conse-
cuencias de unas políticas erradas 
en materia de Justicia y las graves 
carencias que soporta, fruto de un
secular olvido. Si ya conocíamos y 
sufríamos la evidente penuria de 
medios personales y materiales, 
una organización territorial y es-
tructural desfasada, una normati-
va procesal poco permeable a las 
exigencias	de	agilidad	y	efi	cacia	y	
un atraso tecnológico sin paran-
gón con otras Administraciones, 
ahora se han hecho evidentes las
consecuencias de la distorsión 
competencial entre el Consejo Ge-
neral del Poder Judicial, el Ministe-
rio de Justicia y las Comunidades 
Autónomas, en perjuicio de un
servicio público esencial en una 
sociedad democrática.
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7.- Y el escenario en el que nos en-
contramos es, desgraciadamente, 
el que se acaba de exponer. Una 
Justicia que mantiene las altas ta-
sas de resolución solo merced al
esfuerzo de jueces, personal y 
operadores jurídicos. De hecho, 
en silencio, pese a todo, la inmen-
sa mayoría de los Jueces han con-
tinuado trabajando desde sus ca-
sas. No ha existido la hibernación 
que se apunta. A los problemas 
enquistados se añade ahora la
entrada masiva de asuntos, que 
lógicamente van a agravar aqué-
llos. No obstante, se trata de dos 
problemáticas distintas y que re-
quieren soluciones diferentes.

8.- Efectivamente, si la mayor par-
te de las medidas tienen vocación 
de ser plasmadas en un RDL, dic-
tado por razones de extraordina-
ria y urgente necesidad ex art. 86 
CE, lo primero que debe discernir-
se es cuáles son aquellas medidas 
que tienen relación con la situa-
ción derivada de la emergencia 
sanitaria del COVID-19, de aque-
llas otras en las que se pretenden 
introducir mandatos para dar res-
puesta a situaciones estructurales
y/o a reivindicaciones de determi-
nados colectivos, que nada tienen 
que ver con la situación de emer-
gencia sanitaria, y que exigirían un 
debate más profundo antes de
ser plasmados en una norma 
procesal de carácter general. Tal 
primordial discriminación, que es 
presupuesto necesario de estu-
dio no es posible encontrarla en 
el prolijo documento sometido a 
examen y valoración.

9.- Un plan de choque debe aten-
der a la realidad concreta que tra-
ta de afrontar y las medidas que lo 
integran han de ser susceptibles 
de aplicación inmediata, común-
mente asumidas, debidamente 

contrastadas y de carácter tempo-
ral. La realidad postpandemia
la intuimos: incremento notable 
del volumen de asuntos, debido a 
la ralentización habida desde el 16 
de marzo y, sobre todo, al ingreso 
exponencial que se prevé, en es-
pecial en determinados órdenes.
10.- Por tanto, las medidas que se 
propongan o, en caso de compe-
tencia propia del CGPJ, se imple-
menten: 

 Habrán de orientarse a 
agilizar la tramitación y resolución 
de los asuntos en general, y,
especialmente de aquellos en que 
estén en juego bienes jurídicos 
esenciales y cuya demora pueda 
afectar	o	hacer	ineficaz	la	respues-
ta judicial, lo que implica medidas
generales y concretas, por órde-
nes jurisdiccionales, para reducir 
la litigiosidad, agilizar los procesos 
e incrementar los niveles de reso-
lución mediante planes de apoyo 
y refuerzos.

 Ha de tratarse de me-
didas que, por su naturaleza, 
puedan ser aplicadas de modo 
inmediato; de nada sirve propo-
ner medidas que exijan una trami-
tación que retrase su entrada en 
funcionamiento	 hasta	 finales	 de	
año o la convierta en una mera hi-
pótesis. Por tanto, debemos cen-
trarnos en medidas organizativas 
o de gestión, que son las que de-
penden del propio CGPJ, sin per-
juicio de instar reformas legales 
que, indefectiblemente, se van a 
demorar.

 Hemos de pensar en me-
didas viables con los recursos per-
sonales de que disponemos. No 
solo los que existen en la actuali-
dad, sino lo que debieran ya exis-
tir o está en nuestra mano que se 
concreten, lo que pasa por exigir 

la inmediata constitución de los
órganos judiciales creados y que, 
finalizada	 la	 fase	de	sustitución	y	
refuerzo de los jueces en prácticas 
de la 69ª promoción, por transcur-
so del tiempo mínimo previsto de
cuatro meses, se proceda sin di-
lación a su incorporación a la ca-
rrera judicial. Asimismo, ha de 
facilitarse la incorporación de los 
jueces en práctica de la 70ª pro-
moción al término de la fase de 
prácticas tuteladas, suprimiendo 
la fase de sustitución y refuerzo.

Las medidas deben diseñarse y 
desarrollarse de manera respe-
tuosa con el derecho fundamental 
de los ciudadanos a la tutela ju-
dicial efectiva, sin merma alguna 
de sus garantías procesales y del 
contenido básico de la función 
judicial, con respeto a su inde-
pendencia y a los principios bási-
cos que rigen su funcionamiento, 
como la audiencia, la oralidad, la 
contradicción o la sana crítica.

 Igualmente, las medidas 
habrán de respetar el estatuto 
orgánico de la carrera judicial, in-
cluidos los derechos y condiciones 
profesionales de los compañeros, 
con especial hincapié, dadas las 
circunstancias, en la simultánea 
garantía de adopción de medidas
de prevención de riesgos labora-
les, hasta ahora sistemáticamente 
obviadas.

 Un plan de choque para 
atender una situación de emer-
gencia es, por esencia, temporal, 
de suerte que, aunque pueda sen-
tirse la tentación de aprovechar la 
ocasión de conseguir avances o 
mejoras en otros ámbitos, singu-
larmente de carácter procesal y
de cuya necesidad nadie duda, 
debemos evitar que estas últimas 
impidan o dilaten la inmediata 
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“No se comparte la proposición de medidas a sabiendas de 
que a corto plazo no serán efectivas y que, lógicamente, frus-
trarán expectativas en los operadores jurídicos y en la carrera 
judicial.”

aplicación de las primeras. No vin-
culemos el plan de choque a la en-
trada en vigor de estas medidas.

 Esto no supone que ab-
diquemos de la necesidad de 
tales medidas de agilización pro-
cesal, pero es ilusorio pensar en 
la	modificación	de	 centenares	de	
preceptos legales, y menos cuan-
do estamos ante disposiciones 
de Ley Orgánica, que no pueden 
reformarse por Decreto Ley. Mu-
chas de las medidas requieren 
reformas legales de calado que 
deben adoptarse, en algunos ca-
sos,	con	mayorías	cualificadas	hoy	
inexistentes. Y otras han sido pro-
puestas por la APM durante mu-
cho tiempo sin encontrar acogida 
alguna en el propio CGPJ. Si que-
remos	 ser	 eficaces,	 tenemos	que	
priorizar.

 Deben rechazarse de pla-
no aquellas medidas que no obe-
dezcan	 a	 la	 finalidad	 perseguida,	
como son las que el propio CGPJ 
califica	 de	 ineficaces	 o	 de	 escasa	
eficacia.	No	se	comparte	la	propo-
sición de medidas a sabiendas de 
que a corto plazo no serán efecti-
vas y que, lógicamente, frustrarán 
expectativas en los operadores ju-
rídicos y en la carrera judicial.

 La reanudación de la ac-
tividad de una maquinaria lenta y 
pesada como es la de la Adminis-
tración de Justicia debe hacerse 
de forma escalonada. Por ejem-
plo, tramitación interna y a puer-
ta cerrada durante dos semanas 
–previa adopción de las medidas 
de protección sanitaria precisas-, 
notificación	paulatina	por	número	
de asuntos manteniendo en sus-
penso los plazos, etc.

Aproximación a las propuestas 
contenidas en el plan de choque.

11.- A la luz de estas considera-
ciones procede hacer un primer 
análisis de las medidas propues-
tas en el primer documento del 
plan de choque. Vaya por delante 
el reconocimiento a la labor de 
los compañeros que puedan ha-
ber participado en la confección 
del documento de trabajo que se 
nos traslada para informe y que, 
según	se	afirma,	es	el	primero	de	
cinco. Tenemos la convicción de 
que ha sido elaborado con la me-
jor de las intenciones y que detrás 
de la inmensa mayoría de las me-
didas propuestas hay preocupa-
ción, estudio y trabajo.

12.- Ahora bien, con la misma leal-
tad institucional debemos poner 
de relieve la ausencia de transpa-
rencia en el modo en que se han 
constituido los grupos de trabajo,
su autoría y composición, criterios 
seguidos, como se han elaborado 
y quién y por qué ha seleccionado 
finalmente	 las	 medidas	 plantea-
das… Somos conscientes de que la
urgencia impedía una tramitación 
normal, que se trata de un primer 
documento embrionario y que se 
nos ha dado traslado a posteriori, 
pero entendemos que se debía 
haber implicado a la carrera desde 
el principio.

13.- Ignoramos también el trámite 
que se dará ahora a las observa-
ciones y aportaciones que se ha-
gan; si serán sometidas a debate 
o quienes integrarán, en su caso, 
las comisiones de estudio. Se omi-
te igualmente toda referencia a 
un	 calendario	 o	 planificación	 de	
implementación de las medidas, 
siquiera sea meramente aproxi-
mado u orientativo.

14.- En cuanto a las medidas con-
cretas, sin perjuicio de su poste-
rior examen, podemos señalar 
que, junto a propuestas que cum-
plen perfectamente los requisitos 
apuntados y merecen una valora-
ción positiva, encontramos:

 Medidas que, aunque se 
puedan compartir, responden a 
necesidades estructurales de la 
Administración de Justicia o a la 
detección de disfunciones proce-
sales ajenas a un plan de choque y 
cuya implantación exigiría proba-
blemente un análisis más deteni-
do de las posibles implicaciones o 
efectos no deseados.

 Algunas son de difícil 
puesta en marcha a corto plazo, 
que es cuando van a ser necesa-
rias (por ejemplo, todas las que 
exigen	modificación	de	Ley	Orgá-
nica del Poder Judicial, Ley Orgáni-
ca del Tribunal del Jurado).

 En otros casos, no se al-
canza a ver el problema que tratan 
de resolver (v.gr. apoderamientos 
apud acta in situ, requerimiento 
en el monitorio, celebración de 
juicios en inglés…) o semejan ab-
solutamente	 ineficaces	o,	 incluso,	
distorsionadoras para el correcto 
funcionamiento del sistema (v.gr. 
reorganización del reparto, supre-
sión de audiencias previas…).

 Hay medidas que pueden 
afectar a derechos fundamentales 
(v.gr. la supresión de audiencias 
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previas, requerimiento monitorio, 
la reorganización del reparto…).

 Finalmente, también las 
hay que demuestran el desconoci-
miento de la realidad y del trabajo 
diario de los Juzgados y Tribuna-
les, o la propia Ley de Planta, o 
resultan simplemente peregrinas 
(v.gr. la relativa a las retribuciones 
variables o aquellas de las que se 
dice que no tendrán coste econó-
mico).

Conclusión.

15.- En cualquier caso, estamos 
ante un trabajo bien intencionado, 
que en algunos aspectos abre un 
debate sobre reformas que son 
necesarias y que se tendrían que 
haber discutido y aprobado hace 
mucho tiempo, pero que no deja 
de ser un parche con el que, in-
sistimos, los Jueces intentaremos 
paliar los fallos del sistema, como 
siempre hemos hecho, y tratar de 
proporcionar una solución al ciu-
dadano que acude a nosotros.

16.- Podría parecer que asistimos 
a una suerte de libro blanco para 
un derecho procesal de excepción 
con vocación de permanencia en 
el tiempo. Es decir, al hilo de la 
emergencia se proponen medi-
das, muchas de las cuales las pe-
dimos desde hace tiempo, pero es 
dudoso que sea el momento opor-
tuno. En ocasiones, incluso podría 
parecer que el CGPJ pretende mo-
nopolizar y asumir competencias 
excepcionales sobre el estatuto de 
los jueces, con ocasión de la situa-
ción excepcional de emergencia. 
La solución de la crisis está tanto 
en las medidas de agilización, ne-

cesarias ante una situación excep-
cional, como que las mismas se 
dicten con escrupuloso respeto 
de las normas constitucionales y 
orgánicas del ejercicio de la potes-
tad jurisdiccional, que es lo que en 
defi	nitiva	genera	confi	anza	en	los	
ciudadanos y garantiza la seguri-
dad jurídica

17.- Hoy más que nunca es nece-
sario un Pacto de Estado en ma-
teria de Justicia. Y es en el seno de 
ese Pacto donde debe trabajarse 
por esa Justicia independiente y 
debidamente dotada, capaz de 
dar respuesta a las demandas y 
necesidades de los ciudadanos. 
A este objetivo se encaminan las 
propuestas de concretas reformas
legales que se formulan en los 
sucesivos órdenes jurisdicciona-
les, de sencilla tramitación, rápida 
aplicación y efectos inmediatos. 
Entre tanto, las primeras medidas,
esencialmente organizativas, de-
berían ser operativas antes del 
próximo mes de junio.

18.- Las observaciones y propues-
tas que a continuación se hacen 
vienen presididas exclusivamen-
te por un propósito constructivo: 
aportar la experiencia de los com-
pañeros para que las medidas que 
fi	nalmente	 se	 propongan	 contri-
buyan	 efi	cazmente	 a	 resolver	 el	
problema o paliar sus consecuen-
cias.
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el General Francisco Serrano, Du-
que de la Torre, era Regente del 
Reino, el General Prim Presidente 
del Gobierno y Montero Ríos, Mi-
nistro de Justicia.

 Como es sabido, la or-
ganización judicial seguía des-
cansando sobre los Partidos Ju-
diciales, Audiencias Provinciales, 
Audiencias Territoriales y el Tribu-
nal Supremo.

 La independencia judicial 
no estaba en cuestión entonces si 
bien que todavía era perceptible 
que seguía en vigor el principio de 
unidad de poder y coordinación 
de funciones, esto es, la confu-
sión entre Administración y Juris-
dicción, por la frecuencia con que 
los Jueces desempeñaban cargos 
públicos lo que no les impedía re-
incorporarse al servicio activo con 
reserva de la plaza judicial (Go-
biernos Civiles, Diputaciones Pro-
vinciales, al frente de Organismos 
Autónomos, etc.) en una indesea-

1.- Los precedentes que 
yo recuerdo se remontan al año 
1978 cuando ya se sabe que los 
Jueces van a gozar del derecho 
de asociación. La CE prohibiría 
lógicamente la pertenencia a par-
tidos políticos y sindicatos, pero 
a renglón seguido y a modo de 
contrapartida se les reconocería la 
posibilidad de organizarse en aso-
ciaciones profesionales. 

 Simultáneamente la CE 
creaba el CGPJ como órgano de 
gobierno de Jueces y Magistrados, 
cuyo cometido esencial sería ga-
rantizar su independencia según 
inspiración del modelo italiano, 
conforme al cual la mayoría de sus 
miembros, es decir, los de proce-
dencia judicial, serían elegidos por 
los propios jueces constituidos en 
cuerpo electoral, mientras que los 
ocho juristas lo serían por las Cor-
tes	Generales	por	mayoría	cualifi	-
cada.

 El eje del Estado de De-
recho diseñado por el proyecto 
de Constitución giraba en torno 
a los Jueces integrantes del Poder 
Judicial, que serían los primeros 
garantes del nuevo sistema de 
derechos y libertades fundamen-
tales y encargados de otorgar la 
tutela judicial efectiva que a todos 
se nos prometía. Nunca antes los 
Jueces de España tuvieron tan alta 
responsabilidad explícitamente 
reconocida por el Constituyente. 

 2.- En estas fechas, princi-
pios de 1978, gobernaba el Partido 
Unión de Centro Democrático, era 
su Presidente Adolfo Suárez; Mi-
nistro de Justicia Landelino Lavilla, 
y Presidente del Tribunal Supremo 
Ángel	 Escudero	 del	 Corral.	 Hacía	
108 años que estaba vigente la 
venerable Ley Orgánica del Poder 
Judicial de 1870, aprobada cuando 

Breve historia de la APM1

Ángel Calderón Cerezo

ble permeabilidad entre Justicia 
y Política. Pero tampoco podía 
hablarse de unidad jurisdiccional. 
Tras	el	Decreto	de	Unifi	cación	de	
Fueros de 1868 habían proliferado 
las jurisdicciones especiales, so-
bre todo la militar con sus fueros 
exorbitantes y su propio Tribunal 
Supremo. Además, acababa de 
suprimirse, en 1977, con la crea-
ción de la Audiencia Nacional, la 
jurisdicción de Orden Público y la 
de Delitos Monetarios, pero sub-
sistían la Jurisdicción de Trabajo, 
la de Menores, Contrabando, Tri-
bunales de Censos, etc.

 La función jurisdiccional 
tenía dos niveles, Carrera Judicial 
y Justicia de Distrito, que en 1977 
sustituyó a la antigua Justicia Mu-
nicipal. Distinción análoga había 
en el Ministerio Fiscal. Este era el 
representante del Gobierno ante 
los Tribunales y el Fiscal del Reino 
era nombrado y separado libre-
mente por el Ejecutivo. 
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 Los órganos de gobierno 
interno se limitaban a las Salas de 
Gobierno de los Tribunales y a las 
Juntas de Jueces, y en el Tribunal 
Supremo funcionaba el Consejo 
Judicial, creado en 1952 para la 
propuesta en terna al Ministerio 
de Justicia de los nombramientos 
de los altos cargos judiciales.

 La inspección ordinaria 
correspondía a los Presidentes 
de la Audiencias Territoriales, y 
por encima de estos al Presiden-
te del Tribunal Supremo de quien 
dependía la Inspección Central 
de Tribunales, a la que los Presi-
dentes de los Territorios remitían 
anualmente un informe personal 
y reservado sobre cada uno de los 
Jueces y Magistrados, referido a 
su comportamiento profesional y 
también a su vida privada.

 El gobierno de la organi-
zación judicial, destinos, ascensos 
reglados y nombramientos dis-
crecionales, correspondía al Go-
bierno y al Ministerio de Justicia a 
través de la Dirección General de 
Justicia, cuyo Jefe del Servicio de 
Relaciones con la Carrera Judicial y 
Fiscal	fi	rmaba	los	ofi	cios	como	“El	
Jefe de las Carreras Judicial y Fis-
cal”.

 El sueldo de un Juez de 
Entrada equivalía a 400 € mensua-
les, a 600 el de un Magistrado; una 
vivienda digna en una gran ciudad 

podía adquirirse a partir de 30.000 
€, y el tipo impositivo en el IRPF re-
cién	 estrenado	 (reforma	fi	scal	 de	
Francisco Fernández Ordoñez) os-
cilaba entre el 18 y el 19%.

 3.- Recientemente, en 
1977, se había producido un im-
portante desencuentro entre el 
Gobierno y el Tribunal Supremo a 
propósito de las garantías del de-
recho de asociación política, cuya 
judicialización determinó que la 
Sala 3.ª del Tribunal Supremo tu-
viera que pronunciarse, Semana 
Santa de 1977, sobre la legaliza-
ción del Partido Comunista de 
España. La Sala se declaró incom-
petente para conocer del R.D. Ley 
12/1977, de 8 de febrero; desen-
cuentro que a la postre supondría 
que las funciones previsto enco-
mendar al Alto Tribunal no com-
prenderían las garantías consti-
tucionales que se atribuirían a un 
Tribunal Constitucional, (puede 
verse al respecto el discurso «so-
bre el control de constitucionali-
dad de las leyes» del Ministro Lan-
delino Lavilla, pronunciado en la 
Apertura del Año Judicial de 1977), 
quedando el Tribunal Supremo 
relegado en la futura CE a órgano 
sólo de relevancia constitucional a 
confi	gurar	por	 la	LOPJ.	Aunque	sí	
se	confi	ó	a	los	Jueces	garantizar	el	
desarrollo de los procesos electo-
rales. 

 4.- Este es, en síntesis, el 
contexto en que se inician los pri-
meros movimientos asociativos 
territoriales. Recuerdo vivamente 
el de Andalucía, el de Sevilla en 
particular. Su verdadero anima-
dor fue sin duda Diego Palacios 
Luque, Magistrado de la Audiencia 
de Córdoba, y en Andalucía Orien-
tal José Cano Barrero, Magistrado 
de Granada. 

 Entre ambos consiguie-
ron la fusión de las Secciones an-
daluzas en marzo de 1979 (Reu-
nión de Antequera). Naturalmente 
que las primeras reivindicaciones 
fueron de carácter salarial con 
gestiones practicadas al más alto 
nivel en Madrid que, como era de 
esperar, fracasaron enseguida.

 Simultáneamente surgie-
ron iniciativas análogas en Valen-
cia (liderada por Arturo Gimeno 
Amiguet) y Barcelona (por Luis 
María Díaz Valcárcel y Francisco 
Talón Martínez). Existía desde ha-
cía años la asociación no formali-
zada de “Justicia Democrática” lo-
calizada sobre todo en Barcelona.
Con el CGPJ como telón de fondo 
y bajo la atenta mirada del poder 
político se fue fraguando el asocia-
cionismo judicial, con la idea de la 
asociación única, cerrando el paso 
a la libre creación mediante la exi-
gencia	de	un	quorum	de	afi	liados	
establecido en el 15% del conjun-
to judicial. Y ello aunque la CE no 
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había previsto requisito alguno de 
esta clase. Tal vez pesara sobre los 
legisladores el riesgo de tropezar 
con el indeseado sistema plura-
lista italiano, o bien consideraron 
que estando llamadas las asocia-
ciones a ostentar importantes po-
testades a proyectarse sobre todo 
en el órgano de gobierno de los 
jueces, resultaba más convenien-
te canalizar sus planteamientos a 
través de un solo cauce.

 Estas fueron las reglas 
del juego, esto es, asociación úni-
ca que aceptaron a regañadientes 
las tendencias minoritarias, que 
confl	uyeron	 momentáneamente	
en la fundación de la originaria 
APM, que tuvo lugar en el “puen-
te” de la Inmaculada de 1979 en el 
Parador de Turismo de Sigüenza, 
en que se aprobaron los Estatutos 
y se convino en convocar lo antes 
posible el primero y constituyente 
Congreso Extraordinario.

 5.- En ejecución de la pre-
visión estatutaria, en la tarde del 
1 de marzo de 1980 en la cafete-
ría de un Hotel madrileño, junto 
al Parque del Retiro, se reunieron 
los Presidentes de las 12 Seccio-
nes Territoriales hasta entonces 
creadas. Eran los pioneros.

-Por Sevilla, Diego Palacios Luque.

-Por Granada, Rafael Caballero-
Bonald.

-Por	Madrid,	Miguel	Ángel	Campos	
Alonso.

-Por Barcelona, Luis María Díaz 
Valcárcel.

-Por Las Palmas, José Mateo Díaz.

-Por Oviedo, Julio García Lagares.

-Por Albacete, Emigdio Cano Mo-
reno.

-Por Valencia, Arturo Gimeno Ami-
guet.

-Por Palma de Mallorca, Antonio 
Gil Merino.

-Por Cáceres, Perfecto Andrés Gar-
cía.

-Por Pamplona, José María Rome-
ra Martínez.

-Por Burgos, Javier Delgado Barrio.

Se acordó en esta reunión:

  a) Constituirse en Comisión Per-
manente provisional, con una Pre-
sidencia y Secretaría de edad.

  b) Convocar el Congreso Cons-
tituyente (21 a 23 de marzo de 
1980).
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  c) Designar una comisión forma-
da por Javier Delgado, Diego Pala-
cios, Julio García Lagares y Federi-
co Sáinz de Robles para elaborar 
las normas reglamentarias para el 
desarrollo del Congreso.

  d) Fijar el orden del día.
Según lo previsto, dio comienzo 
el Congreso en la tarde del 21 de 
marzo en la sede de la antigua Es-
cuela Judicial, de Madrid. 

 6.- Se eligió Presidente 
del mismo al Magistrado del Tri-
bunal Supremo Federico Carlos 
Sainz de Robles Rodríguez. Tam-
bién a los miembros de la Comi-
sión Permanente y del Comité Eje-
cutivo, resultando elegido primer 
Presidente Federico Carlos Sainz 
de Robles Rodriguez.

 Se eligió la candidatura 
para Vocales del primer CGPJ, 24 
entre titulares y suplentes. De di-
cha candidatura y por la categoría 
de Juez formó parte José Ramón 
Ferrándiz, quien al haber ascendi-
do poco después a Magistrado no 
pudo	ser	Vocal	finalmente.

 7.- El nacimiento de la 
APM fue saludado por los detrac-
tores del modelo unitario con es-
cepticismo no disimulado acerca 
de su futuro. El primer aviso de 
grave discrepancia se produciría 
con motivo de los resultados del 
Congreso Constituyente, tildado 
públicamente de decepcionante 
por la exigua presencia de las mi-
norías en los órganos de dirección 
y en las candidaturas para el CGPJ 
conforme al criterio mayoritario. 
En la mente de todos latía la idea 
de que la forzada unión, lejos de 
consolidarse, llevaba en sí misma 
el germen de la ruptura que se ha-
ría efectiva tan pronto cambiara la 
normativa.

 El inmediato objetivo aso-
ciativo cifrado en alcanzar el CGPJ 
se consiguió plenamente, 11 de 
los 12 vocales a elegir procedían 
de la candidatura APM: 3 Magis-
trados del Tribunal Supremo, uno 
de ellos Presidente de Sala, 5 Ma-
gistrados, 1 Magistrado de Traba-
jo y 2 Jueces de Distrito.  

 8.- Los acontecimientos 
se precipitaron por la urgencia 
de constituir y poner en funcio-
namiento el CGPJ para completar 
el Tribunal Constitucional con los 
dos Magistrados que debía desig-
nar. Sin esperar a la aprobación 
de la nueva LOPJ, por esta razón 

se publica la L.O. 1/1980, de 10 
de enero, del CGPJ, como parte 
de aquella. Se convocan eleccio-
nes para mayo de 1980 y la pre-
sidencia del Tribunal Supremo 
dicta las prevenciones a que ésta 
debía atenerse, según un sistema 
mayoritario corregido ya que por 
la categoría de Magistrado solo se 
podían votar 3 titulares y sus su-
plentes. 

 Se presentó otra candida-
tura “independiente”, promovida 
desde Madrid que consiguió el 
puesto correspondiente a la cate-
goría de Juez.

 Finalmente, el 23 de octu-
bre de 1980 en el Salón de Pasos 
Perdidos del Tribunal Supremo se 
constituyó el primer CGPJ, bajo la 
presidencia del Rey que pronun-
ció un breve discurso institucional. 
Asistió el Gobierno en Pleno y las 
Mesas del Congreso y del Senado. 
También el Presidente del Tribu-
nal Constitucional, constituido en 
julio de ese año. Presidió provisio-
nalmente el Consejo el vocal de 
más edad D. Rafael Gimeno Ga-
marra, Presidente de la Sala Sexta 
del Tribunal Supremo. Esa misma 
mañana tuvo lugar el luctuoso 
suceso de la muerte de 56 esco-
lares por una explosión de gas en 
un colegio de Ortuella, con lo que 
abandonó el Salón el entonces Mi-
nistro de Educación D. Juan Anto-
nio Ortega Díaz-Ambrona.

 Esa misma tarde se re-
unió el CGPJ para designar a su 
Presidente, resultando elegido 
en primera votación D. Federico 
Carlos Sainz de Robles Rodríguez, 
Magistrado del Tribunal Supremo, 
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que por única vez no era el candi-
dato del Gobierno.

 9.- El primer CGPJ echó 
a andar en unas condiciones de 
precariedad de medios que hacía 
muy difícil reconocerlo como órga-
no constitucional. Durante los dos 
primeros años se instaló y funcio-
nó en dos plantas del antiguo edi-
fi	cio	de	la	Audiencia	Nacional,	con	
el apoyo técnico de 2 Jueces de 1ª 
Instancia (Juan José González Ri-
vas, actual Presidente del Tribunal 
Constitucional, y Fernando Loren-
te Hurtado, hoy en la excedencia, 
del Secretario de Gobierno del 
Tribunal Central de Trabajo, José 
María Dilla, y un periodista Jefe de 
Prensa que aún continúa, Agustín 
Zurita), más algunos órganos téc-
nicos de los Ministerios de Justicia 
y de Trabajo. Hasta septiembre de 
2011 no se cubrió la plantilla de 
11 Letrados (entonces Facultati-
vos), que por la mañana íbamos 
al Consejo a recoger la tarea para 
desplazarnos luego a nuestros 
despachos en el Ministerio de Jus-
ticia, en donde nos acogieron en 
general con buena disposición, y 
así un día tras otro hasta el tras-
lado en 1982 a la sede del Paseo 
de la Habana antes ocupada por 
el Tribunal Constitucional.

A resaltar entre los primeros 
acuerdos:

  a) Cancelación de los expedientes 
seguidos a Jueces y Magistrados 
por motivos políticos.

 b) Supresión de la Inspección 
Central de Tribunales, Inspección 
conferida ahora a los Presidentes 

de las Audiencias Territoriales y a 
un Servicio coordinador del pro-
pio CGPJ.
   
  c) Supresión de los informes re-
servados a cargo de los Presiden-
tes de las Audiencias Territoriales.
  
d) Designación de los dos Magis-
trados del Tribunal Constitucional 
(Sres. Escudero del Corral, ante-
rior Presidente del Tribunal Supre-
mo, y Plácido Fernandez Viagas, 
que curiosamente fue promovido 
desde el cargo de Vocal del CGPJ).

 e) Los dos primeros nombra-
mientos para el Tribunal Supremo 
recayeron en los Magistrados D. 
Cecilio Serena Velloso, para la Sala 
1ª, y D. José Gabaldón López, para 
presidir la Sala de lo Contencioso-
Administrativo de la Audiencia Na-
cional.

  f) Renovación de todos los Presi-
dentes de Audiencias Provinciales 
y nombramiento según antigüe-
dad corregida, […]
  
  g) Aprobación del nuevo Regla-
mento de la Escuela Judicial.

 h) Convocatoria de oposiciones 
para la Carrera Judicial.

 10.- A Federico Sainz de 
Robles le sucedió en la presiden-
cia de la APM Luis del Valle Abad, 
Presidente de la Sala 6ª del Tri-
bunal Supremo, hasta la elección 
de José Gabaldón en 1983; en la 
Secretaría General cesó Blas Oliet 
que pasó a la Secretaría del CGPJ 
y le sucedió José Mª del Riego y 
en el Comité Ejecutivo pasaron a 
formar parte del mismo Magistra-
dos de la anterior “Justicia Demo-
crática”, tales como Juan Alberto 
Belloch, Cándido Conde Pumpido 
y Julio García Lagares.

 11.- Pero el interés políti-
co que no fue ajeno al surgimiento 
del asociacionismo, tampoco iba a 
estar ausente en el proceso de la 
escisión, ahora con el designio de 
restar protagonismo a una asocia-
ción tildada de conservadora con 
decisiva	–pero	no	sectaria-	infl	uen-
cia en el primer CGPJ, cuyo fun-
cionamiento dio lugar a sonados 
enfrentamientos con el Ejecutivo, 
sobre todo a partir de noviembre 
de 1982 en que el partido socialis-
ta ganó las elecciones generales 
con la aplastante mayoría de 202 
diputados, que constituiría un re-
cord no igualado hasta ahora. 

 No fue posible la unidad 
dentro de la pluralidad. La asocia-
ción que reunía al 70% de los jue-
ces ya no podría retener a los disi-
dentes en el año 1983; ni siquiera 
con	 modifi	caciones	 estatutarias	
para hacer viable la convivencia 
en su seno de las corrientes de 
opinión. 

 En 1984, antes de que la 
inminente nueva LOPJ propiciara 
el asociacionismo sin límite mí-
nimo de asociados, surgen otras 
dos asociaciones, tres en total, 
que enseguida desde fuera de 
las mismas son adscritas a deter-
minados espacios políticos, con 
lo que rota la unidad y debilitado 
el asociacionismo, las asociacio-
nes resultantes debían preparar-
se para preservar su neutralidad 
frente al poder político.

 Las asociaciones de jue-
ces son independientes por prin-
cipio y solo desde lo interesado, 
perverso a veces, se explica la in-
sistencia con que se repite el equí-
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voco mensaje que informa de la 
existencia de supuestas derecha, 
izquierda y centro judicial, o que 
se	refi	ere	a	ellas	con	el	remoquete	
de asociaciones conservadora, y 
mayoritaria, progresista y mode-
rada. Con ello se crea confusión 
en la opinión pública cuando no 
se está sugiriendo abiertamente 
la permeabilidad ente lo político y 
lo jurisdiccional. 

 12.- Los acontecimientos 
se sucedieron rápidamente. Ante 
la inminente aprobación de la 
nueva LOPJ el Presidente del Tri-
bunal Supremo, Sainz de Robles, 
pronuncia el discurso de apertu-
ra del Año Judicial (septiembre de 

1984), que bajo el título “El mode-
lo de Juez en la constitución” con-
tenía una indisimulada y severa 
crítica generalizada de la misma, 
sobre todo en el extremo de la 
prevista drástica reducción de la 
edad de jubilación (que pasaba de 
72 a 65 años), lo que descabezaría 
la cúpula judicial y obligaría a un 
rápido reclutamiento de nuevos 
jueces con la apertura del 4º turno 
para el ingreso por la categoría de 
Magistrado, y la creación del hasta 
entonces inédito tercer turno para 
el ingreso por la categoría de Juez.

 13.- El punto de no retor-
no se sitúa en los Acuerdos del 
Pleno para interponer, como así 
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fue, ante el Tribunal Constitucio-
nal tres recursos de atribuciones 
frente al Congreso, el Senado y 
otra vez frente al Congreso coinci-
diendo con las sucesivas aproba-
ciones en sede parlamentaria del 
proyecto de LOPJ.

 De nada sirvió el peculiar 
intento de mediación a cargo del 
Decano del Colegio de Abogados 
de Madrid, D. Antonio Pedrol Rius, 
que llegó a sugerir la posposición 
por dos años de la renovación del 
CGPJ (que tocaba renovar en octu-
bre de 1985) a cambio del desisti-
miento de los recursos ya entabla-
dos, iniciativa que fue descartada 

de inmediato por el Presidente 
Sainz de Robles. Los tres recursos 
serían	 fi	nalmente	 desestimados	
por el Tribunal Constitucional en 
su sentencia 45/1986, igual que 
sucedió con el interpuesto por 50 
diputados de Alianza Popular me-
diante la posterior y premonitoria 
STC núm. 108/1986, sobre los ries-
gos que aguardaban a los futuros 
Consejos en cuanto a su politiza-
ción, consecutiva a la instalación 
en los mismos de la lógica del sis-
tema de los partidos. 
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 14.- Lo que ocurrió des-
pués ya es historia, la LOPJ de 
1985:

 a) Cambió el sistema de elección 
de los 12 vocales de procedencia 
judicial, de manera que en su tota-
lidad, judiciales y juristas, lo serían 
por las Cámaras Legislativas.

 b) Redujo drásticamente la edad 
de jubilación, llegándose efectiva-
mente en aplicación del régimen 
transitorio hasta los 68 años.

 c) Se adaptó la organización judi-
cial al Estado autonómico.

  d) Se dio entrada al Magistrado 
de extracción autonómica en la 
Sala Civil y Penal de los Tribunales 
Superiores de Justicia.

  e) Se liberalizó la creación de aso-
ciaciones, etc.

 La entrada en vigor de la 
LOPJ fue un importante revés para 
la APM, al privar a los Jueces del 
derecho a elegir a los Vocales de 
procedencia judicial. La renova-
ción del CGPJ, presidencia de D. 
Antonio Hernández Gil, fue hege-
mónica en favor del PSOE, 14 Vo-
cales más el Presidente, quedan-
do reducidos a 4 los elegidos por 
Alianza Popular y solo uno miem-
bro de APM (su entonces Vicepre-

sidente Antonio del Cacho Frago), 
lo que se dejó sentir especialmen-
te en la política de nombramientos 
de cargos judiciales discrecionales 
con postergación de los APM.

 La APM entró en un lar-
go periodo de oposición forzada 
frente al CGPJ, con frecuencia hos-
til por razones ideológicas. Esta si-
tuación duró al menos 10 penosos 
años, cuando ya era Presidente 
de APM Ramón Rodríguez Arri-
bas; una verdadera travesía del 
desierto en que se puso a prueba 
la consistencia axiológica de una 
Asociación que aún se hizo más 
fuerte resistiendo la adversidad 
desde sus principios.

 15.- En este otoño preo-
cupante, reconfortados por la re-
novada	confi	anza	que	la	sociedad	
española ha puesto en el Poder 
Judicial y en la función de sus Jue-
ces, de garantizar los derechos y li-
bertades fundamentales otorgan-
do la tutela judicial efectiva que a 
todos promete la CE, los Jueces de 
la APM seguirán en el lugar que 
les corresponde en defensa de la 
legalidad, seguros de que no hay 
atajos en la realización del Esta-
do de Derecho ni hay otro modo 
de dar a cada uno lo suyo sino a 
través de la aplicación del ordena-
miento jurídico; porque la pasión 
y la vocación del Juez del pasado, 

del presente y del futuro, no es 
otra que la de hacer justicia.

 Termino dirigiéndome 
especialmente a los compañeros y 
compañeras más jóvenes: no hay 
otra manera de acertar en esto 
de hacer Justicia que no sea des-
de la irrenunciable independencia 
y echando mano de la ley, con lo 
que estáis en condiciones de to-
mar posesión del futuro que os 
pertenece. Concluyo con una cita 
de MAX WEBER: “solo se puede 
saber lo que somos cuando sabe-
mos cómo hemos llegado a serlo”.
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El cansancio de la Justicia
Fernando Pinto Palacios

Resumen: En el año 2011 se pu-
blicó en la revista de la Academia 
Nacional de Ciencias de Estados 
Unidos una investigación sobre 
los efectos del agotamiento men-
tal en la toma de decisiones judi-
ciales. Tras estudiar las resolucio-
nes de ocho jueces israelíes sobre 
libertad condicional, los investiga-
dores constataron que existía una 
relación directa entre el cansancio 
mental y la adopción de decisio-
nes “simplistas”. Las conclusiones 
de	este	estudio	obligan	a	refl	exio-
nar sobre un sistema que mida la 
carga máxima de trabajo de los 
jueces para evitar que empeore la 
calidad de sus resoluciones.

Abstract: In 2011, the National 
Academy of Sciences of the Uni-
ted States published in its journal 
an	investigation	about	the	eff	ects	
of mental exhaustion in judicial 
decision-making. After studying 
the resolutions of eight Israeli 
judges regarding probation, the 
researchers found that there was 
a direct connection between men-
tal fatigue and “simplistic” deci-
sion-making. The conclusions of 
this	study	force	us	to	refl	ect	on	a	
system that should measure the 
maximum workload of judges in 
order to avoid a deterioration in 
the quality of their resolutions.

 En el año 2011 se publicó 
en la revista de la Academia Nacio-
nal de Ciencias de Estados Unidos 
un interesante estudio sobre los 
efectos del agotamiento mental 
en la toma de decisiones. Para lle-
var a cabo este análisis, los investi-
gadores Shai Danzinger, Jonathan 
Levav y Llora Avnaim-Pesso ana-
lizaron 1.112 decisiones tomadas 
en cuatro prisiones distintas de Is-
rael por ocho jueces. Su cometido 
era resolver, con el asesoramiento 
del comité de libertad condicional, 
las solicitudes presentadas por los 
reclusos que previamente había 
rechazado el centro penitenciario. 
En cada sesión diaria los jueces 
tenían que decidir entre 14 y 35 
peticiones. El ritmo de trabajo era 
extenuante. Apenas disponían de 
seis minutos para resolver cada 
petición de libertad.

Palabras clave: Carga de tra-
bajo. Cansancio mental. Deci-
siones judiciales.

Keywords: Workload. Mental 
exhaustion. Judicial decision-
making.
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 Para distribuir el traba-
jo, los jueces se reunían en tres 
sesiones. La primera comprendía 
desde primera hora de la mañana 
hasta la “pausa del café”. La se-
gunda desde las once horas has-
ta	 la	 hora	 de	 la	 comida.	 Y,	 fi	nal-
mente, la tercera comprendía la 
sesión de tarde. Tras comprobar 
que el orden de presentación de 
los casos al comité era aleatorio, 
los investigadores estudiaron si 
había relación entre el sentido de 
la decisión del juez y el momento 
del día en que se había tomado.

 Los resultados que obtu-
vieron fueron, sin duda, sorpren-
dentes. Al principio de cada perío-
do, los jueces aprobaban más de 
un 60% de las peticiones de liber-
tad condicional, si bien el porcen-
taje iba bajando progresivamente 
hasta	el	punto	de	que,	al	fi	nal	de	
cada sesión, se rechazaban prác-
ticamente todas las solicitudes. 
¿Por qué existía esta diferencia? 
Según los investigadores, aprobar 
una petición de libertad exigía al 
juez un mayor esfuerzo personal 
pues debía sopesar los argumen-
tos del recluso con las objeciones 
del centro penitenciario. Tomar 
esta decisión requería una gran 
cantidad de recursos cognitivos 
que, debido a su capacidad limita-
da, solo se recuperan con tiempos 
de descanso y una alimentación 
adecuada. El cansancio de los jue-
ces	 provocó	 que,	 al	 fi	nal	 de	 una	
sesión prolongada, tomaran deci-
siones simplistas que no habrían 
adoptado si el mismo caso lo hu-
bieran analizado a primera hora 
de la mañana o tras la pausa del 
almuerzo.

 ¿En qué medida las deci-
siones de los jueces pueden estar 
infl	uenciadas	por	el	cansancio?	El	

estudio conjunto de la Universi-
dad de Columbia (Estados Unidos) 
y de Ben Gurion (Israel) demues-
tra que tomar decisiones relacio-
nadas con la aplicación de la ley 
-ya sea conceder la libertad con-
dicional, establecer un régimen de 
visitas o resolver un contrato de 
compraventa- exige mucha con-
centración. Es necesario sopesar 
todos los elementos aportados 
por	 las	partes	y	 las	pruebas	a	fi	n	
de dar una respuesta que esté de-
bidamente fundamentada en la 
ley. Esta tarea exige tiempo, con-
centración, prudencia y tener la 
mente despejada.

 Por desgracia, estas con-
diciones no se dan cuando el juez 
se ve superado por la excesiva car-
ga de trabajo. En efecto, España es 
uno de los países de la Unión Eu-
ropea que tiene una menor tasa 
de jueces por habitantes, concre-
tamente, 11,9 por cada 100.000 
habitantes, es decir, nueve puntos 
por debajo de la media europea. 
Este dato debe relacionarse con 
otro de especial trascendencia: te-
nemos una de las tasas de litigio-
sidad más altas de la Unión Euro-
pea dado que existen 185 litigios 
por cada 1.000 habitantes. A pesar 
de su reducido número, en el año 
2018 los jueces españoles dicta-
ron 1.488.772 sentencias y resol-
vieron en total 5.781.677 asun-
tos. Se estima que, al menos, un 
43,53% de los órganos judiciales 
españoles soportan una carga de 
trabajo superior al 150% de la me-
dia	 fi	jada	por	 el	 Consejo	General	
del Poder Judicial. Esta situación 
ha provocado que, en algunos Juz-
gados, las causas se retrasen más 
allá de lo deseable debido a la 
imposibilidad de hacer frente a la 
acumulación de asuntos que deri-
va, en su mayor parte, de la crisis 
económica (despidos, concursos, 

ejecuciones hipotecarias, impagos 
de préstamos, etc.) y de la investi-
gación de complejas causas de co-
rrupción. Finalmente, la inversión 
en Justicia no ha estado a la altura 
de la importancia del Poder Judi-
cial en el mantenimiento de la paz 
social, la convivencia democrática 
y la salvaguarda de los derechos 
fundamentales.

 Administrar justicia –o, si 
se quiere, aplicar la ley- no es sólo 
cuestión de jueces, abogados y 
procuradores. La sociedad debe 
comprender que se trata de un 
servicio público esencial. Sin su 
existencia, volveríamos al “estado 
de naturaleza” en el que impera-
ría la ley del más fuerte, el ojo por 
ojo, una guerra de todos contra 
todos. Es cierto que muchas per-
sonas nunca tendrán contacto a 
lo largo de la vida con los Tribu-
nales. Sin embargo, al igual que 
solicitamos más profesores y más 
médicos para mejorar estos servi-
cios públicos, también debemos 
ser conscientes de la necesidad 
de incrementar la plantilla de jue-
ces y dotarlos de los medios ade-
cuados para evitar su peligroso 
agotamiento mental que –como 
demuestra el estudio- solo contri-
buye a empeorar la calidad de sus 
resoluciones. Quizá de esta mane-
ra estemos en mejores condicio-
nes de poder cumplir los consejos 
de Sócrates: “Escuchar cortésmen-
te, responder sabiamente, ponde-
rar prudentemente y decidir im-
parcialmente”.
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 La Administración de Jus-
ticia tiene una gran importancia 
como	factor	inspirador	de	confi	an-
za económica, y, en consecuencia, 
en la localización de inversiones; 
un aspecto al que repetidamente 
se	refi	ereN	el	Informe	sobre	Com-
petitividad Global (Global Compe-
titiveness Report) elaborado por el 
World Economic Forum y la propia 
estrategia denominada “Justicia 
para el crecimiento” que propug-
na la Comisión Europea.

 El funcionamiento del sis-
tema	judicial	infl	uye	en	el	desarro-
llo	de	 los	mercados	fi	nancieros	 y	
facilita el aumento de la inversión 
y del volumen de actividad. Es un 
factor fundamental para estimu-
lar el emprendimiento y la crea-
ción de empresas, así como para 
poder competir en una economía 
mundial globalizada.

 Desde el año 2013 en 
el ámbito de la UE se supervisan 
las reformas de la justicia y su im-
pacto en los Estados miembros. 
El cuadro de indicadores que se 
elabora anualmente, es una he-
rramienta que ofrece la UE para 
reforzar el Estado de Derecho. 

Ofrece elementos para evaluar la 
calidad,	 la	 independencia	y	 la	efi	-
ciencia de los sistemas judiciales 
nacionales y tiene como objetivo 
ayudar a los Estados miembros a 
mejorar	 la	 efi	cacia	 de	 dichos	 sis-
temas. Se facilita de este modo la 
identifi	cación	de	las	defi	ciencias	y	
las mejores prácticas, así como el 
seguimiento de los desafíos y pro-
gresos. 

 La Comunicación de la 
Comisión Europea sobre el cuadro 
de indicadores de la Justicia en la 
UE en 2019, dirigida al Parlamento 
y al Consejo, destaca la importan-
cia de que los sistemas judiciales 
de	los	Estados	miembros	sean	efi	-
caces, para sostener el Estado de 
Derecho y los valores en los que 
se basa la UE. Como se expone, 
un	sistema	judicial	efi	caz	es	esen-
cial para la aplicación del Derecho 
de la Unión, ya que los tribunales 
nacionales actúan como tribuna-
les de la UE cuando lo aplican y 
por ello, son quienes garantizan 
en primer término, los derechos 
y obligaciones previstos en el De-
recho Comunitario. El TJUE ha se-
ñalado que la protección judicial 
efectiva por parte de tribunales 
independientes es la esencia del 
Estado de Derecho.

La importancia de la justicia para el 
desarrollo económico
María Teresa Vázquez



31

 Los parámetros que se 
utilizan en este informe son los 
generalmente	aceptados:	se	refie-
ren, en primer lugar, a la calidad 
del sistema judicial, que se valora 
teniendo en cuenta la accesibili-
dad a la justicia de los ciudadanos 
y las empresas; los recursos ma-
teriales y humanos adecuados; el 
establecimiento de instrumentos 
de evaluación y la utilización de 
normas de calidad. En cuanto a 
la	 eficiencia	 de	 los	 sistemas	 judi-
ciales se tiene en cuenta la carga 
de trabajo, y se valora la duración 
de los procedimientos, la tasa de 
resolución y el nùmero de proce-
dimientos pendientes. También se 
valora la independencia judicial.

 Señala el informe que es 
un requisito derivado del principio 
de tutela judicial efectiva, al que se 
refiere	el	art.	19	TUE	y	del	derecho	
a la tutela judicial efectiva ante un 
órgano jurisdiccional consagrado 
en la Carta de Derechos Funda-
mentales de la UE. Garantiza la 
imparcialidad, la previsibilidad y 
la seguridad del ordenamiento 
jurídico que son elementos esen-
ciales para el Estado de Derecho 
y para un entorno de inversión 
atractivo. La percepción de inde-
pendencia del sistema judicial es 
un factor que potencia el creci-
miento, al igual que la percepción 
de falta de independencia puede 
disuadir las inversiones.
 

En comparación con el resto de 
economías de la UE, nuestro país 
ocupa una posición intermedia 
en la mayoría de las magnitudes. 
Pero, uno de los principales pro-
blemas que presenta el sistema 
judicial en España es el alto nivel 
de litigiosidad.
 
 Según los autores Juan 
S. Mora-Sanguinetti y Fernando 
Gómez, el estado de la justicia en 
España	 se	 podría	 definir	 en	 tres	
puntos:

- España es un país lento aun-
que no exageradamente, pero es 
extremadamente litigioso y con 
recursos bastante descompensa-
dos.

- España poseería un nivel de 
especialización aceptable, pero 
pobres resultados en cuanto al 
personal al servicio de la adminis-
tración de justicia o al uso de nue-
vas tecnologías.

- España es uno de los países más 
litigiosos del mundo.

 Sobre esta cuestión, Ele-
na Veleiro Couto señala que “Los 
economistas consideran que una 
de las fórmulas que se pueden uti-
lizar para medir la calidad de un 
sistema judicial es observando el 
número de personas que recurren 
a él frente a otros mecanismos al-
ternativos de resolución de con-
flictos”.

 Así, un sistema que ge-
nera un gran volumen de litigios 
demuestra	 ineficiencias	 en	 dos	
aspectos: el primero, la cantidad 
de recursos tanto público (jueces, 
letrados de la administración de 
justicia y personal administrativo) 
como privados (abogados, pro-
curadores o peritos). El segundo, 
porque una excesiva litigiosidad 
es prueba de que las leyes y de-
rechos no están correctamente 
definidos	 o	 no	 son	 debidamente	
respetados. Hay que desincenti-
var	 laos	 procesos	 superficiales	 o	
frívolos.

 Por otro lado, la escasez 
de litigiosidad también puede ser 
un síntoma de mal funcionamien-
to del sistema judicial. Lo normal 
es que se sucedan contingencias y 
conflictos	en	las	partes	de	una	re-
lación, que requieran que un ter-
cero imparcial las resuelva. Un es-
caso número de litigios podría ser 
síntoma de que los ciudadanos y 
las empresas no confían en que 
el sistema judicial vaya a proteger 
eficientemente	sus	derechos	o	de	
que los costes de acudir a la pro-
tección judicial son excesivamente 
elevados, lo que en la práctica im-
plica una limitación del acceso a la 
justicia para los ciudadanos.

 A pesar de la opinión ge-
neralizada sobre el retraso de la 
justicia y de la mala percepción 
que los ciudadanos tienen sobre 
la misma, los cuadros de compa-
ración de nuestro país con el resto 
de los países de la UE revelan que 
estamos en la media en casi todos 
los indicadores, e incluso la tasa 
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de resolución es más alta que en 
muchos de ellos, pero el principal 
problema de la justicia en España 
es el elevado número de procedi-
mientos.

 Por ello, teniendo en 
cuenta la repercusión que en el 
crecimiento económico tiene el 
funcionamiento de la justicia, y la 
trascendencia que tiene el estu-
dio anual que se realiza en la UE 
de la situación de en los distintos 
Estados miembros, resulta tras-
cendental que se adopten medi-
das que agilicen el sistema judicial 
español y que ofrezcan mayor se-
guridad	 jurídica	 y	 confianza	a	 los	
mercados. Las medidas a adoptar 
deberían dirigirse a lograr un ade-
cuado nivel de litigiosidad, lo cual 
depende de muchos factores: los 
costes de acceso al procedimien-
to, el acierto judicial, la predictibili-
dad de la resolución o la duración 
de los prcedimientos.
 
 La importancia que tiene 
la Justicia desde el punto de vista 
económico, cuestión generalmen-
te aceptada ya a nivel internacio-
nal, exige que se adopten medidas 
de racionalización de su uso, de 
fomento de soluciones alternati-
vas	 de	 conflictos,	 y	 también,	me-
didas que doten al sistema judicial 
de medios tecnológicos y perso-
nales adecuados.
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Luis Garrido. In memoriam

José Luis Concepción Rodríguez
Presidente del Tibunal Superior de Justicia de Castilla y León

 En medio de la situación 
de aislamiento que nos está to-
cando vivir a causa de la pande-
mia que asola al mundo, me llega 
la triste noticia de la muerte de 
Luis Garrido Espa, compañero en 
aquéllos años maravillosos de la 
Sección 15º de la Audiencia pro-
vincial de Barcelona pero, por en-
cima de todo, camarada y amigo.
Han tenido que pasar nueve o diez 
días para que, sobreponiéndome 
a la inicial impresión, me haya 
atrevido a pergeñar estas líneas 
de homenaje a su recuerdo. Y no 
porque no pensara que tendría 
que hacerlo algún día sino porque 
no debía ser ahora precisamente 
cuando tocara, suponiendo que 
la marcha de un ser querido sea 
oportuna en algún momento. 
Decía CALDERÓN que “la muerte 
siempre es temprana y no perdo-
na a ninguno”, pero cinco años y 
medio luchando contra una en-
fermedad que se decía incurable 
y que le ha ido deteriorando su 
salud sin lograr acabar con él era 
un	 tiempo	 más	 que	 suficiente	
para que quienes le queríamos 
albergásemos la esperanza de 
disfrutarle aún muchos años más, 
aunque fuera en amigable convi-
vencia con aquélla.

 Mi trato con Luis se re-
monta a principios de los años 90 
–concretamente, al olímpico 1992- 
cuando coincidimos en Barcelo-
na, tras servir nuestros primeros 
destinos en lugares diferentes; y, 
muy especialmente, cuando José 
Ramón Ferrándiz -que luego nos 
juntaría en la increíble aventura 
de la Sección 15ª- comenzó a in-
vitarnos a impartir formación en 
cursos organizados dentro y fuera 
de España.
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 Comencé a apreciar y a dis-
frutar entonces de su compañía; de 
su potente erudición, no ya acadé-
mica y jurídica, sino intelectual; de 
su bonhomía; de su educación cuasi 
británica; y, sobre todo, de la sere-
nidad que destilaba su presencia. 
Pero también disfruté -y mucho- de 
su buen humor y de su amor por 
la vida en todas y cada una de las 
manifestaciones de la misma. Toda-
vía recuerdo esas cuatro semanas 
que pasamos juntos en el verano 
de 2004 en Estados  Unidos en un 
viaje que organizó para nosotros el 
Departamento de Estado Americano 
a través de su Embajada en España 
y que, como magistrados especialis-
tas de lo mercantil, giró alrededor 
de la propiedad industrial. Washing-
ton, Boston, Seattle, Cleveland, New 
Hampshire y Nueva York fueron las 
ciudades en las que pudimos disfru-
tar de ese privilegio que nos llegó 
sin merecerlo y en las que nuestra 
ya existente amistad se reforzó de 
manera extraordinaria.

 Luis era tremendamente 
honesto con su trabajo. De él se ha 
dicho que desmenuzaba el pleito 
tamizando el material probatorio 
como sólo puede hacerlo quien lo 
ha trabajado con seriedad y se lo 
sabe de memoria. Pero no era pro-
lijo en su exposición hasta el punto 
de hacer insufrible la deliberación 
del asunto. Lo sintetizaba para ha-
cérnoslo más llevadero y lo exponía 
luego con brillantez en las resolucio-
nes que redactaba. Era, en suma, un 
magnífico	 compañero	 de	 Sala	 y	 un	
brillantísimo magistrado.

 Pero eso, con ser impor-
tante,	 no	 es	 definitivo	 para	 valorar	
a una persona como me consta que 
valorábamos a Luis todos los que le 
conocíamos. Buenos profesionales 
los hay a montones en todas y cada 
una de las esferas de la actividad hu-
mana y Luis, qué duda cabe, era un 

profesional que por méritos pro-
pios debió llegar a lo más alto de la 
nuestra. Si no fue Magistrado de la 
Sala 1ª no fue por falta de talento, 
ni por un fallo imperdonable en el 
sistema de selección, sino porque 
su maltrecha salud no le permitió 
ya aspirar a la suprema categoría 
de la Carrera Judicial cuando se 
encontraba, por edad y experien-
cia, en el trance de poder hacerlo. 
¡Y eso lo hemos sufrido todos!

 Al que vamos a echar de 
menos es al amigo. A ese compa-
ñero de charla inagotable con el 
que podías revivir las ciudades en 
las que ya habías estado o llega-
bas a vislumbrar las que aún no 
conocías; aquél que te contaba los 
secretos gastronómicos o de cual-
quier otro tipo que no podías per-
derte en viajes y excursiones -ese 
negroni en Nápoles, aquel vodka 
sour en Varsovia; aquel spa tan 
interesante en Antigua Guatemala 
que debías pedir que te prepara-
sen mientras dabas la clase para 
que estuviera a punto al volver…. 
Porque Luis era también un bon 
vivant en el mejor sentido de la 
expresión…Hasta en los duros 
momentos de su enfermedad no 
hubo vez que coincidiéramos al 
viajar yo a Barcelona que no com-
partiésemos esa docena de ostras 
-que tanto nos gustaban- o esa 
buena botella de vino, ya siem-
pre en algún establecimiento de 
su barrio que él había reservado 
para la ocasión. Y que no se fuma-
se su pipa en el trayecto de vuel-
ta	 refiriéndome	sus	 lecturas,	que	
fueron el bastión en el que se re-
fugió	definitivamente	en	esa	épo-
ca. Precisamente, cinco días antes 
de morir me escribía pidiéndome 
una dirección a la que enviarme 
algún libro que le hubiera gustado 
especialmente y me enviaba una 
foto suya en la que se le podía ver 
paseando por la calle pertrechado 

en una mascarilla. Y, aún ayer, Pi-
lar me enviaba uno de sus últimos 
apuntes que ha encontrado entre 
sus apuntes, en el que había trans-
crito de manera premonitoria un 
párrafo de la Carta de despedida 
de STEFAN ZWEIG: “saludo a todos 
mis amigos, ¡ojalá alcancen aún a 
ver la dichosa aurora tras la larga 
noche! Yo, demasiado impaciente, 
parto antes que ellos”…

 Por eso el golpe ha sido 
tan duro. Por eso fue mayúscula 
la sorpresa cuando al amanecer 
el día 25 me encontré el frío y cor-
tante mensaje de un común amigo 
que me advertía de su muerte. Ya 
sé que hay quienes piensan que 
la muerte no nos roba a los seres 
amados, sino que nos los inmorta-
liza en el recuerdo, pero mi senti-
miento en estos momentos es de 
abandono, de terrible orfandad, 
de melancolía. Y de desolación por 
no haberle podido despedir como 
él merecía. Ya sé que EURÍPIDES 
decía que “las exequias suntuosas 
sólo sirven para satisfacer la va-
nidad de los vivos”, pero hubiera 
sido un buen momento para dar 
a Pilar el abrazo que solo he po-
dido darle a través del teléfono y 
para decirles a Luis y a Bruno que 
no olviden nunca el ejemplo que 
supo darles su padre de trabajo, 
de generosidad y, en estos últimos 
años, de dignidad extrema. Y que 
sigan luchando junto a su madre, 
como su padre hubiese querido.
Solo quiero por medio de estas lí-
neas hacer pública mi admiración 
y mi cariño hacia una persona que 
dio lo mejor de si misma en el tra-
bajo, en la familia y en la amistad; 
y dejar constancia de mi testimo-
nio de gratitud a la vida por haber-
me dado la ocasión de tratar y de 
querer a un ser tan excepcional 
como Luis Garrido. 
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